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CONVENIOS SOLIDARIOS –  Ejercicio de la ingeniería -  Dirección técnica por profesional legalmente habilitado.

De acuerdo con esta disposición, cuando las actividades que se desarrollen con ocasión de un convenio solidario impliquen el ejercicio de la ingeniería, debe garantizarse que estas sean dirigidas por un profesional que cumpla las condiciones previstas en la ley, el cual deberá ser vinculado por la Entidad Estatal o el Organismo de Acción Comunal, dependiendo del análisis realizado para determinar el responsable de dicha obligación. 

Esta obligación se encuentra relacionada con el ejercicio profesional de la ingeniería y tiene como finalidad garantizar que las actividades que requieren conocimientos propios de esta profesión sean dirigidas por una persona legalmente habilitada para ello.

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Régimen aplicable - Supervisor

Conforme a lo anterior, las inhabilidades son restricciones fijadas por el Constituyente y el Legislador que tienen por fin limitar el acceso al ejercicio de cargos o funciones públicas, ello quiere decir que tienen un carácter prohibitivo, y por consiguiente, son taxativas y su interpretación es restrictiva, sin que se puedan buscar analogías o aducirse razones para hacerlas extensivas a casos no comprendidos por el legislador, pues la voluntad de éste no puede ser suplantada, en detrimento de derechos de terceros o de intereses sociales que exigen la sujeción estricta al texto de la ley prohibitiva. 

En consecuencia, para afirmar que existe una incompatibilidad entre el ejercicio de la dirección técnica de labores de ingeniería y la supervisión del convenio, sería necesario identificar una disposición constitucional o legal que establezca expresamente dicha prohibición. Sin embargo, no se advierte una norma de carácter general que impida al ingeniero encargado de dirigir técnicamente las labores de ingeniería ejercer, de manera simultánea, la supervisión del convenio en cuyo marco estas se desarrollan. Por tanto, la sola concurrencia de ambas funciones no configura, por sí misma, una inhabilidad, incompatibilidad o prohibición jurídica.

Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de que, en cada caso concreto, la entidad deba verificar la eventual configuración de un conflicto de intereses o de cualquier otra circunstancia que pueda comprometer la imparcialidad y objetividad en el ejercicio de las funciones de supervisión, de conformidad con las disposiciones que regulan estas materias.

SUPERVISIÓN CONTRACTUAL - Concurrencia de funciones de dirección técnica y supervisión – Delimitación de funciones 

Finalmente, la posibilidad de que un mismo profesional ejerza la dirección técnica y la supervisión debe entenderse bajo el principio de responsabilidad que orienta la actividad contractual.

El supervisor actúa en representación de la entidad estatal para realizar el seguimiento y vigilancia de la correcta ejecución del convenio. En consecuencia, debe encontrarse en condiciones de verificar objetivamente el cumplimiento de las obligaciones y advertir oportunamente cualquier incumplimiento, deficiencia o riesgo que pueda afectar el objeto.

Así, la circunstancia de que el ingeniero conozca técnicamente las actividades que debe supervisar no afecta por sí misma su función de vigilancia. Lo relevante es que no haya asumido, en calidad de ejecutor, las obligaciones cuyo cumplimiento posteriormente debe verificar.

En consecuencia, la entidad deberá delimitar claramente, en el acto o documento mediante el cual designe al supervisor y en los instrumentos que regulen la ejecución del convenio, el alcance de las funciones de dirección técnica y de supervisión, así como las obligaciones que permanecen a cargo del Organismo de Acción Comunal.
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Estimada Señora Dania, Cordial Saludo:  
	
[bookmark: _Hlk95313578]En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 27 de julio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“ Una vez determinado que por la naturaleza del convenio solidario se requiere contar con un ingeniero el cual será aportado por la entidad pública., ¿El ingeniero, puede simultáneamente ejercer funciones u obligaciones de supervisión incluyendo todos los componentes y a su vez actuar como director de obra en ejercicio de la ingeniería?, ¿Existe alguna incompatibilidad o prohibición jurídica? , ¿ La naturaleza de sus funciones y la normativa de contratación pública en Colombia prohíben que actúe al mismo tiempo como el encargado de dirigir u operar directamente el componente técnico de la obra.?
(…)”

De manera preliminar, resulta necesario resaltar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿Es jurídicamente admisible que el mismo ingeniero dispuesto por la Entidad Estatal para ejercer la dirección técnica de las actividades de ingeniería requeridas en un convenio solidario sea designado, simultáneamente, como supervisor del convenio, o dicha concurrencia de funciones configura una inhabilidad, incompatibilidad o prohibición jurídica, o puede comprometer la objetividad e imparcialidad exigibles en el ejercicio de la supervisión?


1. Respuesta:

	Frente al interrogante planteado, esta Agencia considera que no se advierte una disposición constitucional o legal de carácter general que, por la sola concurrencia de funciones, impida que el ingeniero dispuesto por la Entidad Estatal para ejercer la dirección técnica de las actividades de ingeniería requeridas en un convenio solidario sea designado, simultáneamente, como supervisor. En efecto, las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones son de carácter taxativo y de interpretación restrictiva, por lo que su configuración exige una disposición constitucional o legal que las establezca expresamente. Sin embargo, la ausencia de una prohibición general no supone que ambas funciones puedan concurrir en cualquier circunstancia. Su procedencia debe analizarse atendiendo al contenido material de las funciones asignadas al profesional y a la objetividad e imparcialidad exigibles en el ejercicio de la supervisión. En particular, la dirección técnica debe diferenciarse de la ejecución material de las obligaciones a cargo del Organismo de Acción Comunal. Si el profesional interviene directamente en la ejecución de actividades cuyo cumplimiento posteriormente debe verificar o certificar como supervisor, se desdibuja la función de vigilancia y puede comprometerse la objetividad e imparcialidad propias de la supervisión.	Comment by Adriana: Ajustar los considerandos a conformidad 
En primer lugar, debe recordarse que, conforme al artículo 18 de la Ley 842 de 2003, cuando las actividades desarrolladas en ejecución del convenio comporten el ejercicio de la ingeniería, los trabajos relacionados con dicha profesión deberán ser dirigidos por un ingeniero inscrito en el registro profesional y con tarjeta de matrícula profesional en la rama correspondiente. Esta obligación, como se indicó en el Concepto C-261 de 2024, no supone que el profesional deba ser necesariamente aportado por el ejecutor del convenio, pues corresponde a la entidad estatal determinar, de acuerdo con las características del negocio jurídico, quién debe garantizar el cumplimiento de dicha exigencia.	Comment by Adriana Katerine: Ajustar considerandos de acuerdo a lo ajustado 

Por otra parte, la supervisión constituye una función propia de la entidad estatal. El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 establece que las entidades están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contractual mediante un supervisor o interventor, según corresponda. A su vez, el artículo 84 ibidem establece que la supervisión implica el seguimiento al cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista y faculta al supervisor para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, así como para informar las circunstancias que puedan poner en riesgo el cumplimiento del contrato.

En ese sentido, la supervisión comprende precisamente un componente técnico cuando ello resulte necesario para verificar el cumplimiento del objeto. El departamento Administrativo de la Función Pública ha señalado en varios conceptos que es procedente asignar la supervisión a un servidor público cuando las funciones de su empleo guardan relación con el objeto contractual y cuenta con los conocimientos o experiencia necesarios para ejercerla adecuadamente. 

Por consiguiente, el conocimiento técnico del ingeniero no constituye un impedimento para ejercer la supervisión; por el contrario, puede ser precisamente lo que permita efectuar un seguimiento técnico adecuado.
Ahora bien, debe diferenciarse la dirección técnica de las actividades propias del ejercicio de la ingeniería de la ejecución material del objeto del convenio.

La primera se encuentra relacionada con la responsabilidad profesional derivada del ejercicio de la ingeniería. La segunda corresponde al cumplimiento de las obligaciones que, de acuerdo con el convenio, se encuentran a cargo del ejecutor.

Esta distinción es determinante porque la supervisión tiene como finalidad verificar que las obligaciones a cargo del ejecutor sean efectivamente cumplidas. La doctrina administrativa ha señalado que la supervisión material comprende la comprobación y certificación de la efectiva y real ejecución del objeto contratado. 

Así, no resulta jurídicamente problemático que el ingeniero de la entidad, en cumplimiento de su función de dirección técnica, realice visitas a la obra, efectúe verificaciones técnicas, revise especificaciones, formule observaciones, determine técnicamente la necesidad de realizar ajustes o emita las orientaciones propias del ejercicio profesional, y que, adicionalmente, en calidad de supervisor, verifique que el Organismo de Acción Comunal haya cumplido las obligaciones previstas en el convenio.

En este supuesto, el profesional estaría ejerciendo dos funciones que, aunque relacionadas, tienen una finalidad diferente: por una parte, garantizar que las actividades que comportan el ejercicio de la ingeniería estén dirigidas por un profesional habilitado; y, por otra, ejercer el seguimiento y vigilancia que corresponde a la entidad estatal.

La situación sería diferente si la denominada “dirección de obra” implicara que el ingeniero de la entidad asumiera materialmente la ejecución del objeto del convenio.

Por ejemplo, si el profesional de la entidad fuera quien ejecutara directamente las actividades constructivas, administrara los recursos destinados a la ejecución, contratara o dirigiera al personal encargado de ejecutar las obligaciones del convenio, suministrara los materiales que corresponden al ejecutor o asumiera frente a la entidad las obligaciones que fueron atribuidas al Organismo de Acción Comunal, ya no se estaría frente a una simple función de dirección técnica.

En tal escenario existiría una confusión entre las funciones de ejecución y las de vigilancia, puesto que el mismo servidor participaría directamente en la realización de las actividades cuyo cumplimiento posteriormente debería verificar y certificar como supervisor.

Esto resulta contrario a la finalidad propia de la supervisión. Como ha señalado Función Pública, el supervisor tiene el deber de mantener un seguimiento permanente que permita comprobar y certificar la efectiva ejecución del objeto, y los servidores públicos pueden responder por sus acciones u omisiones relacionadas con la vigilancia de la actividad contractual. 

Por tanto, el límite no se encuentra en la denominación de “director de obra” ni en la profesión de ingeniero, sino en el contenido real de las funciones que le sean asignadas.

Esta conclusión también debe analizarse a la luz del régimen de inhabilidades e incompatibilidades. Sobre este particular, Función Pública ha reiterado que estas restricciones son de carácter taxativo y, por tanto, deben estar expresamente establecidas en la Constitución o la ley; su aplicación es restrictiva y no pueden extenderse mediante interpretaciones analógicas. Esta posición recoge, además, la jurisprudencia de la Sala Plena del Consejo de Estado. 

En consecuencia, no sería jurídicamente procedente afirmar que existe una incompatibilidad por el solo hecho de que un mismo ingeniero ejerza funciones de dirección técnica y supervisión, pues no se advierte una disposición general que establezca dicha prohibición.

Lo que sí corresponde a la entidad es verificar que la asignación de funciones sea compatible con el empleo del servidor, con la naturaleza de sus funciones y con las responsabilidades derivadas de la supervisión. 

En consecuencia, la concurrencia de las funciones será jurídicamente admisible siempre que exista una delimitación clara entre la dirección técnica y la ejecución del objeto, de modo que el Organismo de Acción Comunal conserve las obligaciones que le fueron asignadas y el ingeniero de la entidad ejerza respecto de ellas las labores de seguimiento y vigilancia que corresponden al supervisor.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 





1. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

I). El artículo 18 de la Ley 842 de 2003 establece que:

“[t]odo trabajo relacionado con el ejercicio de la Ingeniería, deberá ser dirigido por un ingeniero inscrito en el registro profesional de ingeniería y con tarjeta de matrícula profesional en la rama respectiva”.

De acuerdo con esta disposición, cuando las actividades que se desarrollen con ocasión de un convenio solidario impliquen el ejercicio de la ingeniería, debe garantizarse que estas sean dirigidas por un profesional que cumpla las condiciones previstas en la ley,  el cual deberá ser vinculado por la Entidad Estatal o el Organismo de Acción Comunal, dependiendo del análisis realizado para determinar el responsable de dicha obligación. 

Esta obligación se encuentra relacionada con el ejercicio profesional de la ingeniería y tiene como finalidad garantizar que las actividades que requieren conocimientos propios de esta profesión sean dirigidas por una persona legalmente habilitada para ello.

En este sentido, como se señaló en el Concepto C-261 de 2024 de esta Agencia, corresponde a la entidad estatal determinar, de acuerdo con las características del convenio solidario y de las actividades que serán desarrolladas, la forma en que se garantizará el cumplimiento de esta exigencia.

Por tanto, el hecho de que el ingeniero sea vinculado o dispuesto por la entidad estatal no resulta, por sí mismo, incompatible con la naturaleza del convenio.

Ahora bien, el cumplimiento de esta obligación no significa que el ingeniero de la entidad deba asumir la ejecución material de las actividades que constituyen el objeto del convenio. La dirección técnica prevista en el artículo 18 de la Ley 842 de 2003 debe distinguirse de la ejecución material de las obligaciones a cargo del ejecutor y entenderse circunscrita a aquellos aspectos que tengan una relación directa y necesaria con el ejercicio de la ingeniería.

Por ello, el ejercicio de la dirección técnica puede comprender actividades tales como la revisión de aspectos técnicos, la verificación de especificaciones, la formulación de orientaciones técnicas, la realización de visitas y las demás actuaciones propias del ejercicio profesional que resulten necesarias para garantizar que las labores se desarrollen conforme a las condiciones técnicas aplicables. Estas actuaciones no implican, por sí mismas, que el ingeniero asuma la ejecución material del objeto del convenio ni las obligaciones que corresponden al Organismo de Acción Comunal. En este sentido, la dirección técnica y la ejecución material corresponden a funciones distintas: mientras la primera se refiere a la orientación y responsabilidad profesional sobre los aspectos técnicos que requieran el ejercicio de la ingeniería, la segunda corresponde al ejecutor del convenio, de conformidad con las obligaciones que le fueron asignadas.

Esta distinción también resulta relevante frente a la función de supervisión contractual. De conformidad con el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, la supervisión tiene por objeto realizar el seguimiento y vigilancia de la correcta ejecución del objeto contractual y comprende, entre otros, el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico. Por su parte, el artículo 84 de la misma ley establece los deberes asociados al ejercicio de esta función.

En consecuencia, la dirección técnica y la supervisión tienen finalidades diferentes: la primera se encuentra relacionada con la orientación y responsabilidad profesional respecto de los aspectos propios de la ingeniería, mientras que la segunda corresponde al seguimiento y vigilancia de la ejecución del convenio y del cumplimiento de las obligaciones a cargo del ejecutor, función que ejerce la Entidad Estatal a través del supervisor designado.

II). Las Leyes 1150 de 2007 y 1474 de 2011, complementan el régimen jurídico de la obligación de vigilar la correcta ejecución de los contratos estatales. En dichas normas se impone el debido proceso como principio rector en materia sancionatoria contractual, entre otros, para la imposición de multas y la decisión de hacer efectiva la cláusula penal, principio que se debe respetar en el ejercicio del control y vigilancia de la ejecución contractual[footnoteRef:2]. También se establecen los límites de la responsabilidad del representante legal ante la delegación de sus funciones en materia contractual[footnoteRef:3] y se regula la supervisión y la interventoría de los contratos estatales[footnoteRef:4]. En consecuencia, se tiene que, la jurisprudencia contencioso-administrativa, por su parte, ha considerado que la obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contractual es una función de la entidad contratante, en los siguientes términos:  [2:  Artículo 17 de la Ley 1150 de 2007]  [3:  Artículo 21 de la Ley 1150 de 2007]  [4:  Artículos 83 a 86 de la Ley 1474 de 2011] 


“La función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para esta forma garantizar la satisfacción de las necesidades que la administración buscaba alcanzar con la celebración del respectivo contrato”[footnoteRef:5]. [5:  Consejo de Estado. Sección Tercera –Subsección C. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. Exp. 51.802. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. ] 


En este sentido, la vigilancia contractual se entiende como una función pública y con mayor precisión es el ejercicio de una función administrativa en la medida en que comporta el ejercicio de prerrogativas públicas dirigidas a proteger el interés general, prevenir riesgos para el patrimonio público y garantizar la observancia de las obligaciones contractuales. La supervisión y la interventoría, ya sea ejercidas directamente por servidores públicos o delegadas en terceros, se insertan en el marco de la gestión contractual de la entidad y se desarrollan bajo parámetros normativos que delimitan su alcance, responsabilidades y deberes. Por ello, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato debe velar no solo por el cumplimiento de las obligaciones, sino por la ejecución en el tiempo y la forma convenidos, lo que reafirma su naturaleza como función pública ejercida en desarrollo de la función administrativa. De esta forma, la Ley 1474 de 2011 enmarcó el seguimiento, control y vigilancia de la ejecución del contrato estatal dentro del principio de moralidad administrativa. El artículo 83 de la referida ley, establece que “con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. El legislador además definió la noción de supervisión, como mecanismos que pueden usar las entidades estatales para vigilar el contrato, en estos términos: 

“La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieran conocimientos especializadas. Para la supervisión, la entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicio que sean requeridos.”[footnoteRef:6]. [6:  Artículo 83 de la Ley 1474 de 2011] 


Sin perjuicio de lo anterior, según lo expresado por esta Agencia en el concepto No. 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019 y en el concepto C-972 de 2024, de las disposiciones contenidas en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, se infieren las siguientes características de la supervisión: i) la labor de supervisión siempre existirá en relación con cualquier contrato estatal, incluidos los contratos de prestación de servicios –a diferencia de la interventoría que depende del análisis de su necesidad y extensión[footnoteRef:7]–; ii) no requiere conocimientos tan especializados como la interventoría; iii) se ejerce por la Entidad Estatal por conducto de la designación de servidores públicos idóneos para cumplir la función; iv) puede recibir apoyo de personal contratado para tal fin mediante contratos de prestación de servicios; y v) le es inseparable el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato vigilado. [7:  A excepción de la interventoría del contrato de obra adjudicado por licitación pública que es obligatoria según el numeral 1° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993.] 

IV).  Ahora bien, el hecho de que la dirección técnica y la supervisión tengan finalidades diferentes no implica, por sí mismo, que ambas funciones deban ser ejercidas por profesionales distintos. En principio, no se advierte una prohibición general que impida que el ingeniero que ejerza la dirección técnica de las labores relacionadas con el ejercicio de la inpogeniería sea designado, a su vez, como supervisor del convenio, siempre que cuente con la idoneidad y capacidad necesarias para ejercer ambas funciones y que la acumulación de estas no afecte la adecuada vigilancia y seguimiento de la ejecución.

La naturaleza y las facultades de la supervisión que “implica el seguimiento al ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad contratante sobre las obligaciones a cargo del contratista”; permite que la entidad designe a un servidor que cuente con los conocimientos y experiencia necesarios para realizar un adecuado seguimiento al objeto del convenio. En particular, cuando el seguimiento requiere verificar aspectos técnicos propios de la ingeniería, contar con un profesional de esta disciplina puede contribuir a que la vigilancia sea efectiva.
En este sentido, la jurisprudencia y la doctrina administrativa han reconocido que la designación del supervisor debe atender, entre otros aspectos, a la naturaleza del objeto, los conocimientos requeridos y la capacidad del servidor para ejercer adecuadamente las funciones de seguimiento. El supervisor no requiere un perfil predeterminado, pero es recomendable que el supervisor pueda actuar como par del contratista supervisado. 
Aunado a lo anterior, también recomienda que, para designar un funcionario como supervisor, la Entidad Estatal debe revisar que el objeto del Proceso de Contratación esté relacionado con sus funciones. No es necesario que el manual establezca expresamente la supervisión de contratos como una función, pues la misma es inherente al desempeño de las funciones ordinarias de los servidores públicos. Adicionalmente, la Entidad Estatal debe realizar un análisis de la carga operativa de quien va a ser designado supervisor, para no incurrir en los riesgos derivados de una supervisión inadecuada por falta de tiempo.
Por consiguiente, la coincidencia entre el conocimiento técnico requerido para dirigir las labores de ingeniería y aquel necesario para ejercer la supervisión no constituye una razón suficiente para considerar jurídicamente prohibida la concurrencia de ambas funciones.
V). Para determinar si la concurrencia de las funciones de dirección técnica de las labores de ingeniería y de supervisión del convenio configura una incompatibilidad jurídica, es necesario partir de la naturaleza restrictiva del régimen de inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones aplicable a los servidores públicos.

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades es aplicable a los servidores públicos y a quienes ejercen funciones públicas, constituye un sistema de restricciones de origen constitucional y legal, de carácter taxativo y de interpretación restrictiva, cuyo propósito es garantizar los principios de moralidad, transparencia, imparcialidad y prevalencia del interés general en el ejercicio de la función pública. En consecuencia, ninguna inhabilidad o incompatibilidad puede presumirse, extenderse por analogía o aplicarse a supuestos no previstos expresamente por el Legislador. 
Al respecto, tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado, han sostenido de manera reiterada que estas limitaciones constituyen restricciones al ejercicio de derechos fundamentales y al acceso a cargos, funciones o actividades relacionadas con el Estado, razón por la cual únicamente pueden existir cuando han sido establecidas expresamente. Las inhabilidades e incompatibilidades, por su carácter restrictivo, no pueden ser interpretadas analógicamente ni ser extendidas en su aplicación. Así lo ha manifestado la Sala Plena del Consejo de Estado en sentencia proferida el 8 de febrero de 2011 dentro del proceso dentro del Expediente N°:11001-03-15-000-2010-00990-00(PI), que, respecto al régimen de habilidades e incompatibilidades, consideró lo siguiente:
 “Las inhabilidades e incompatibilidades, en tanto limitan la libertad y los derechos de las personas, son de origen constitucional y legal. La tipificación de sus causas, vigencia, naturaleza y efectos es rígida y taxativa; su aplicación es restrictiva, de manera que excluye la analogía legis o iuris, excepto en lo favorable; están definidas en el tiempo, salvo aquellas de carácter constitucional (verbi gratia arts. 179 No.1, 197 y 267 C.P.); y, además, hacen parte de un conjunto de disposiciones que integran un régimen jurídico imperativo y de orden público, razón por la cual no son disponibles ni pueden ser derogadas por acuerdo o convenio”.(Las negrillas y subrayas son de la Sala).[footnoteRef:8]  [8:  Consejo de Estado. Sala Plena. Sentencia del 8 de febrero de 2011. Expediente N°: 11001-03-15-000-2010-00990-00(PI)] 

Conforme a lo anterior, las inhabilidades son restricciones fijadas por el Constituyente y el Legislador que tienen por fin limitar el acceso al ejercicio de cargos o funciones públicas, ello quiere decir que tienen un carácter prohibitivo, y por consiguiente, son taxativas y su interpretación es restrictiva, sin que se puedan buscar analogías o aducirse razones para hacerlas extensivas a casos no comprendidos por el legislador, pues la voluntad de éste no puede ser suplantada, en detrimento de derechos de terceros o de intereses sociales que exigen la sujeción estricta al texto de la ley prohibitiva. 

En consecuencia, para afirmar que existe una incompatibilidad entre el ejercicio de la dirección técnica de labores de ingeniería y la supervisión del convenio, sería necesario identificar una disposición constitucional o legal que establezca expresamente dicha prohibición. Sin embargo, no se advierte una norma de carácter general que impida al ingeniero encargado de dirigir técnicamente las labores de ingeniería ejercer, de manera simultánea, la supervisión del convenio en cuyo marco estas se desarrollan. Por tanto, la sola concurrencia de ambas funciones no configura, por sí misma, una inhabilidad, incompatibilidad o prohibición jurídica.

Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de que, en cada caso concreto, la entidad deba verificar la eventual configuración de un conflicto de intereses o de cualquier otra circunstancia que pueda comprometer la imparcialidad y objetividad en el ejercicio de las funciones de supervisión, de conformidad con las disposiciones que regulan estas materias.

Teniendo en cuenta lo preceptuado por el Consejo de Estado, las inhabilidades, como las demás calidades, exigencias o requisitos que deben reunir los candidatos para efectos de su incorporación al servicio del Estado, deben estar consagradas en forma expresa y clara en el Estatuto General que rige la función pública y son taxativas y de interpretación restrictiva, lo cual significa que deben sujetarse estrictamente a las causales previstas por el legislador.

VI).  La posibilidad de que un mismo profesional ejerza funciones de dirección técnica y supervisión tampoco puede analizarse únicamente desde la inexistencia de una prohibición expresa, pues el servidor público que ejerce funciones de supervisión se encuentra sujeto a los deberes de responsabilidad, objetividad e imparcialidad que rigen el ejercicio de la función pública.

En efecto, el supervisor actúa en representación de la entidad estatal para realizar el seguimiento y vigilancia de la correcta ejecución del convenio. Por esta razón, debe encontrarse en condiciones de verificar objetivamente el cumplimiento de las obligaciones a cargo del ejecutor, advertir oportunamente los incumplimientos o riesgos que se presenten y adoptar o promover las medidas que correspondan dentro del ámbito de sus competencias.
En este sentido, el Departamento Administrativo de la Función Pública, en el Concepto 299011 de 2022, recordó que los servidores encargados de la supervisión pueden comprometer su responsabilidad por las acciones u omisiones relacionadas con el ejercicio de las funciones de control y vigilancia. Así, la entidad y el servidor deben garantizar un seguimiento efectivo que permita comprobar la ejecución real del objeto y el cumplimiento de las condiciones pactadas.
De esta manera, el hecho de que el ingeniero tenga conocimiento técnico sobre las actividades que debe supervisar no afecta, por sí mismo, su capacidad para ejercer la vigilancia. Por el contrario, dicho conocimiento puede resultar necesario para realizar una supervisión técnica adecuada y efectiva.
Lo relevante es que el profesional conserve una posición funcional que le permita ejercer el control sobre la ejecución sin asumir las obligaciones propias del ejecutor. En otras palabras, el conocimiento técnico sobre el objeto no equivale a la ejecución del objeto, ni la dirección técnica exigida por la Ley 842 de 2003 convierte al profesional, por esa sola circunstancia, en ejecutor material del convenio.
Esta consideración debe armonizarse con el régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses. Al respecto, el Departamento Administrativo de la Función Pública, en el Concepto 214321 de 2020, analizó precisamente una situación relacionada con una persona que había ejercido como Director de Obra de un contratista y que posteriormente podía ser vinculada por la entidad contratante como supervisor del mismo contrato. Si bien dicho supuesto no corresponde exactamente al planteado en esta consulta, pues se refería a una sucesión temporal de funciones y no a su ejercicio simultáneo, el concepto resulta pertinente en cuanto reitera que las inhabilidades e incompatibilidades, por su carácter restrictivo, no pueden interpretarse analógicamente ni extenderse a situaciones no previstas expresamente por el ordenamiento jurídico.
Por consiguiente, la circunstancia de que un ingeniero ejerza simultáneamente la dirección técnica y la supervisión no permite, por sí misma, afirmar la existencia de una incompatibilidad jurídica. Para llegar a esa conclusión sería necesario identificar una disposición constitucional o legal que establezca expresamente dicha prohibición, sin que resulte jurídicamente admisible construirla por vía interpretativa a partir de la sola concurrencia de las funciones.
Lo anterior no significa que la entidad pueda desconocer los deberes de imparcialidad y objetividad que deben orientar la actuación del servidor. En cada caso concreto deberá verificarse que no concurran circunstancias particulares que puedan comprometer su imparcialidad o configurar un conflicto de intereses, de acuerdo con las normas que regulan la materia.
En consecuencia, la entidad deberá establecer con claridad el alcance de las funciones asignadas al profesional, diferenciando entre: (i) las actividades de dirección técnica derivadas del ejercicio de la ingeniería; (ii) las obligaciones de ejecución material que corresponden al Organismo de Acción Comunal; y (iii) las actividades de seguimiento, vigilancia y control propias de la supervisión.
De esta manera, será posible garantizar el cumplimiento simultáneo de la exigencia prevista en el artículo 18 de la Ley 842 de 2003 y de los deberes de supervisión establecidos en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, sin que la concurrencia de las funciones implique que el profesional de la entidad asuma materialmente la ejecución del objeto que posteriormente debe supervisar.
En consideración con lo anterior, la posibilidad de que concurran las funciones debe analizarse atendiendo al contenido real de las actividades asignadas al profesional y no exclusivamente a la denominación que la entidad utilice para identificarlas.

VI). Finalmente, la posibilidad de que un mismo profesional ejerza la dirección técnica y la supervisión debe entenderse bajo el principio de responsabilidad que orienta la actividad contractual.

El supervisor actúa en representación de la entidad estatal para realizar el seguimiento y vigilancia de la correcta ejecución del convenio. En consecuencia, debe encontrarse en condiciones de verificar objetivamente el cumplimiento de las obligaciones y advertir oportunamente cualquier incumplimiento, deficiencia o riesgo que pueda afectar el objeto.

Así, la circunstancia de que el ingeniero conozca técnicamente las actividades que debe supervisar no afecta por sí misma su función de vigilancia. Lo relevante es que no haya asumido, en calidad de ejecutor, las obligaciones cuyo cumplimiento posteriormente debe verificar.

En consecuencia, la entidad deberá delimitar claramente, en el acto o documento mediante el cual designe al supervisor y en los instrumentos que regulen la ejecución del convenio, el alcance de las funciones de dirección técnica y de supervisión, así como las obligaciones que permanecen a cargo del Organismo de Acción Comunal.

De esta manera, será posible garantizar simultáneamente el cumplimiento de la exigencia prevista en el artículo 18 de la Ley 842 de 2003 y el ejercicio efectivo de las funciones de vigilancia y control previstas en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, sin que la concurrencia de funciones implique la asunción de la ejecución material del objeto por parte del profesional de la entidad

VII). Al margen de la explicación precedente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.

Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 


1. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:	
	· Ley 1150 de 2007, artículos 13, 17 y 21. 
· [bookmark: _Hlk215586792]Ley 1474 de 2011, artículos 82 a 86. 
· Consejo de Estado. Sección Tercera –Subsección C. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. Exp. 51.802. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
· Consejo de Estado. Sala Plena. Sentencia del 8 de febrero de 2011. Expediente N°: 11001-03-15-000-2010-00990-00(PI) C.P. Ruth Stella Correa Palacio
· RINCÓN CÓRDOBA, Jorge Iván. La interventoría y supervisión: los presupuestos en los que se desarrolla la función administrativa de vigilancia de la ejecución contractual. En: Contratos públicos: problemas, perspectivas y prospectivas. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2017. 
· Departamento Administrativo de la Función Pública. Concepto 299011 de 2022, 22 de septiembre de 2022.




5.Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la obligación de controlar y vigilar la ejecución de los contratos estatales, esta Subdirección se ha referido en los Conceptos radicado 4201913000004799 del 30 de agosto de 2019, 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019, C-064 del 28 de febrero de 2020, C-071 del 4 de marzo de 2020, C–077 del 18 de marzo de 2020, C–150 del 18 de marzo de 2020, C–134 del 30 de marzo de 2020, C–180 del 13 de abril de 2020, C-344 del 26 de mayo de 2020, C-414 del 30 de junio de 2021, C-506 de 3 de agosto de 2022, C-579 del 9 de septiembre de 2022, C-577 del 15 de septiembre de 2022, C-620 del 27 de septiembre de 2022, C-650 del 27 de septiembre de 2022, C-679 de 24 de octubre de 2022, C-818 del 28 de noviembre de 2022, C-830 de 28 de noviembre de 2022, C-800 de 29 de noviembre de 2022, C-930 de 30 de diciembre de 2022, C-932 de 30 de diciembre de 2022, C-975 de 8 de marzo de 2032, C-191 de 27 de abril de 2023, C-089 de 2024 de 17 de julio de 2024, C-255 de 14 de agosto de 2024,C-600 del 7 de octubre de 2024, C-800 del 13 de diciembre de 2025, C-972 de 22 de enero de 2025, C-987 del 21 de enero de 2025, C-091 del 13 de febrero de 2025, C-219 del 28 de marzo de 2025, C-265 del 7 de abril de 2025, C-1484 del 24 de noviembre de 2025, C-1553 del 3 de diciembre de 2025, C-039 del 30 de enero de 2026, C-945 del 22 de junio de 2026, C-949 del 23 de julio de 2026,  C-1177 del 20 de agosto de 2026, entre otros. 
Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos
La Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente recomienda a todas las entidades públicas, independientemente de su naturaleza, que gestionan recursos públicos, la aplicación de los Documentos Tipo. Esta recomendación es válida tanto para su uso obligatorio, cuando así lo establezca la normatividad vigente, como para su implementación como una buena práctica. El objetivo es garantizar la transparencia y promover un proceso de selección objetiva en la contratación pública, contribuyendo así a mejorar la eficiencia, la competencia y la confianza en el manejo de los recursos del Estado.

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– le invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrará orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, le contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerde también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quiere seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárguelo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: ]
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